









ALVAREZ ALVAREZ (Julián): Burocra-
cia y poder político en el régimen
franquista. Madrid. Instituto Nacio-
nal de Administración Pública, 1984.
130 págs.
El fenómeno burocrático es de ex-
traordinaria importancia en las socie-
dades modernas. Por ello hay que mirar
con interés los estudios y trabajos
que hagan referencia al mismo, espe-
cialmente en un país como el nuestro,
en el que la burocracia ha sido ana-
lizada con escasa profundidad y lo ha
sido, ademas, desde un ángulo casi
siempre jundico-formal.
El libro de Julián Alvarez se sitúa
en las nuevas corrientes de autores es-
pañoles (Baena del Alcázar. Beltrán
Villalba. Gutiérrez Reñón, etc.) que.
desde hace unos años, se vienen de-
dicando a estudiar la burocracia espa-
ñola desde unas vertientes empíricas
que ayuden a una comprensión más
global y amplia de la misma.
El autor centra su atención en el
análisis de la burocracia española den-
tro del periodo franquista que va del
año 1938 a 1975. Para ello, delimita
el campo de su investigación, que es el
de la Administración Civil, centra-
lizada, del Estado, tratando de com-
probar como se han producido en el
periodo acotado tres fenómenos tan
importantes como son el de la buro-
cratización. la patrimonialización y la
colonización dentro de dicha Adminis-
tración.
Los datos utilizados, y procedentes
de fuentes diversas, sirven para de-
mostrar hasta qué punto y qué medida
han tenido lugar, a lo largo del régimen
de Franco, los tres fenómenos apun-
tados a nivel, primero, de Ministro y,
después, de Subsecretario y Director
General; al tiempo que se evidencian
las peculiaridades de cada Departa-
mento, atendiendo a las singularidades
de cada uno de ellos. Lo que, en todo
caso, más debe subrayarse es el papel
que desempeñan los Cuerpos de fun-
cionarios más poderosos que ocupan
los altos cargos ministeriales, do-
minan las áreas departamentales de
las que dependen e incluso invaden
las de otros Ministerios; de ahí el
hecho de que el autor llama «coloni-
zación», entendiendo por tal el fenó-
meno en virtud del cual «un Cuerpo de
funcionarios "extraños'", ajenos al
sector, logra apropiarse del mismo, en
mayor o menor medida».
Los resultados obtenidos en la inves-
tigación son interesantes y permiten
demostrar, una vez más, el amplio
poder que han ejercido entre nosotros
determinados Cuerpos dé funcionarios.
Poder que no se ha quedado recortado
al ámbito administrativo, sino que ha
desplegado su influencia hacia el Par-
lamento, la Economía y la Política,
tal como lo han expuesto, entre otros,
Baena del Alcázar y Bañón Martí-
nez. En este sentido, el autor escribe
que «quizá lo más importante de
esta investigación es comprobar
cómo es precisamente un peque-
ño número de Cuerpos el que ocupa
las posiciones dominantes en todos y
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cada uno d.e los diferentes ámbitos exa-
minados».
La burocracia, pues, ha venido sien-
do como la espina dorsal de nuestro
sistema político, sobre el que ha ac-
tuado de modo prepotente y domina-
dor. Por tanto, es preciso valorar el
régimen franquista a partir de este
planteamiento, que desemboca en una
situación que Julián Alvarez llama
«neobonapartista o neobismarckiana».
«En efecto —dice—, no parece que el
Nuevo Estado surgido de la guerra civil
de 1936-1939 haya conseguido instru-
mentalizar a la burocracia, sino que
ésta se presenta ante el nuevo aparato
político como un compañero más a
compartir el poder».
Los datos y antecedentes que el au-
tor ha manejado, y que le han servido
de sostén numérico para sus afirma-
ciones, ratifican otras tesis de adminis-
trativistas e historiadores en cuanto que
todas ellas coinciden en sostener que,
en nuestro país, el papel de la buro-
cracia ha sido siempre muy acusado: si
bien, en el régimen franquista dicho
papel se intensificó merced a la con-
fluencia de varias causas. No es, por
ello, erróneo concluir que, entre no-
sotros, todo intento de reforma y
avance político social pasa por una
transformación de la burocracia. Es,
por lo demás, la gran conclusión a
que se llega después de leer el exce-
lente libro de Julián Alvarez, cuyas
ideas y aportaciones debieran enrique-
cerse con nuevas investigaciones re-
feridas, pensamos, a la Función Pública
en el contexto del Estado democrá-
tico cimentado en la Constitución
del 78.
Vicente M.a GONZÁLEZ-HABA GUISADO
GUAITA (Aurelio): El Ministerio de
Fomento (1832-1931). Madrid, Ins-
tituto de Estudios de Administración
Local, 1984, 126 págs.
El Ministerio de Fomento es un pun-
to de referencia obligada en la historia
de la conformación de nuestra Admi-
nistración Pública. Aquí radica, pues,
el interés del libro del profesor Guaita,
y cuyo origen hay que encontrarlo en
el estudio presentado por el autor al
IV Simposio de Historia de la Ad-
ministración, celebrado en el Instituto
Nacional de Administración Pública,
de Alcalá de Henares, entre los días 9
y 11 de diciembre de 1982.
Al autor le interesa, en su exposi-
ción, describir el proceso en virtud del
cual se van delimitando las competen-
cias del nuevo Ministerio y que, en un
principio, fueron múltiples y diversi-
ficadas, haciendo honor a la conocida
expresión de Javier de Burgos que lo
denominó «taller de la prosperidad».
Sin embargo, después, a lo largo del
siglo xix y primeras décadas del XX,
el arsenal inicial de dichas competen-'
cias va a ir desmoronándose «merced
a toda una serie de cariocinesis y de
voladuras más o menos controladas,
reflejadas a menudo en las repetidas
emergencias e inmersiones del nombre
propio del Ministerio y que revelan uno
de los casos más reiterados de gua-
dianismo en la nominación de los
organismos político-administrativos es-
pañoles».
De entrada, Guaita señala el hecho
llamativo de que hubiera que aguardar
al siglo XIX para que, en nuestra Patria,
naciera un Departamento dedicado a
las tareas del progreso y bienestar
y a la administración interior o de
fomento. Y aun así, frente a la opo-
sición de sectores absolutistas, habrá
que esperar todavía al Real Decreto
de 5 de noviembre de 1832 para «la
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resurrección o re-creación» del Minis-
terio, que ahora pasará a llamarse
Secretaria de Estado y del Despacho
del Fomento general del Reino.
Junto a las alternativas sufridas por
el nombre del Departamento (del
Reino; del Fomento; Gobierno Inte-
rior, Economía y Fomento; Gobierno
político; Administración Civil o Inte-
rior, etc.), el núcleo del libro se centra
en el estudio de las competencias atri-
buidas al nuevo Departamento, con
descripción de las competencias ini-
ciales recogidas en el Real Decreto
de 9 de noviembre de 1832, así como
del «abigarrado cortejo de organismos
y su a veces pintoresca denominación»
que fueron creados o reformados. A
continuación viene una primera eta-
pa (1832-1847), en la que sobresalen
tres rasgos que el autor explica con
algún detalle: la fiebre organizadora,
las competencias perdidas y las mu-
danzas terminológicas del propio Mi-
nisterio. La etapa siguiente (1847-
1900) es bautizada como la edad de
oro de aquél, no tanto por su duración
cronológica cuanto porque, durante
ella, se consolidan la autonomía y
plenitud de las competencias de fo-
mento, se elaboran grandes textos le-
gales y se emprenden y ejecutan obras
públicas de diferente naturaleza. Y,
finalmente, en la etapa siguiente (1900-
1932) de extinción, se asiste al desga-
jamiento del Ministerio en cuanto tal, a
causa de los cambios organizativos que
se van imponiendo y que, por lo ge-
neral, suponen cada uno de ellos la
segregación de un área com.petencial
que sirve para crear Ministerios nuevos
o para fortalecer y retocar los ya
existentes.
A nuestro juicio, el libro del profesor
Guaita encierra el mérito de que, más
allá de la abundante aportación de
fechas, disposiciones, nombres de po-
líticos y administrativistas con que está
adornado, explica la gestación de un
Ministerio singularmente importante y
que se ve sometido durante cien
años a una ininterrumpida mudanza,
tanto de nombre como de contenido.
Mudanza que, por supuesto, no es
debida al azar, sino más bien al re-
flejo de las concepciones políticas im-
perantes en cada momento y de las
pugnas partidistas, que tratan de im-
poner sus ideas frente a las del ad-
versario.
Vicente M.a GONZÁLEZ-HABA GUISADO
ARMIN (Dittmann): Die Bundesver-
waltung. Tübingen, J. C. B. Mohr
(Paul Siebeck), 1983.
Después de la catástrofe histórica
de la derrota en la Segunda Guerra
Mundial, la Ley Fundamental de la
República Federal de Alemania —pro-
clamada en 1949 todavía bajo ocupa-
ción militar— fue considerada «reac-
ción contra el abuso estatal centralista
por parte del régimen nazi». En con-
secuencia, el principio informador de la
nueva organización político-adminis-
trativa de Alemania Occidental es que
los once Lánder —con Berlín Oeste—
que forman la Federación tienen cons-
titucionalmente un propio poder ori-
ginario, esto es, no derivado de la
Federación.
La Ley Fundamental de 1949 vino
así a confirmar la tradición histórica
alemana, que había sido respetada por
la Constitución de 1871, en la hora
fundacional del Imperio, de vocación
mucho menos centralista que lo que la
distancia puede hacer hoy creer. La
Administración directa del Imperio
estuvo constituida sólo por la Admi-
nistración exterior, la de Marina, la
de Correos y Telégrafos, la de Ferro-
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carriles, la de Aduanas —viejo caballo
de batalla para la unidad nacional—
y la Administración especial de Al-
sacia- Lorena. Lo más notable es que
no existió una Administración de las
Fuerzas Armadas, lo que explica en
parte la distribución de fuerzas y los
planteamientos tácticos de la Primera
Guerra Mundial.
De acuerdo con esta tradición, el
artículo 30 de la nueva Ley Funda-
mental declara: «El ejercicio de los
poderes públicos y el cumplimiento de
las funciones públicas competen a los
Lánder en tanto que la presente Ley
Fundamental no dicte o admita una
disposición en contrario». En una lec-
tura rápida —forzosa aquí, por lo de-
más, dados los limites de esta recen-
sión— es evidente la sustancial dife-
rencia entre este principio y el que
preside la redacción de los artícu-
los 2, 137, 143 y 151 de la Constitu-
ción Española de 1978, donde lo que se
garantiza no es un poder originario,
sino un derecho a la autonomía que
requiere, para materializarse, un pro-
ceso reglado.
Pero si los Lánder «son entes co-
munitarios con estatalidad propia», la
Ley Fundamental reserva en su desarro-
llo a la Federación los más impor-
tantes sectores de la legislación, e
incluso la Constitución del Estado
vincula también al legislador en los
Lánder. El núcleo de las atribuciones
legislativas de los Lánder se centra
sustantivamente en los campos de la
política cultural, sistema de enseñan-
za y orden publico interior. Sin em-
bargo, a los Lánder corresponde el
cometido principal en la ejecución de
las leyes, incluso de las federales, y la
Federación tiene competencias admi-
nistrativas muy limitadas. De este
modo, el poder originario de los Lán-
der crea la propia Administración y,
además, reclama para si la de aquellas
competencias no expresamente reser-
vadas a la Federación por la Ley Fun-
damental. Este sistema, fuertemente
descentralizador, se completa con la
intensa autoadministración de los Mu-
nicipios y distritos rurales.
No obstante, un Estado tan com-
plejo y pujante como la RFA ha desarro-
llado una importante Administración
Federal. A ella está dedicado este libro,
al estudio sistemático de la aplicación
sectorial del principio de la «total
estatalidad» (Gesamt-Staatlichkeit) (*),
de la organización de la Administra-
ción Federal y de las relaciones —pre-
sencia, colaboración, participación—




Básicamente en su artículo 87, pero
también en el 85, 89, 90, 91 y 120, la
Ley Fundamental dispone la organi-
zación de hasta trece Servicios de Ad-
ministración Federal directa, de los
cuales diez obedecen el principio de
«total estatalidad» y sólo tres —la Ad-
ministración de la Navegación Fede-
ral, la Policía Federal de Fronteras
y la Administración de las Oficinas Cen-
trales— fueron inicialmente facultativos,
aunque la Federación ha hecho tal uso
de esta autorización constitucional ex-
presa que deben agruparse sistemáti-
camente dentro del conjunto que aquí
se contempla.
Armin Dittmann analiza los funda-
mentos histórico-administrativos de la
organización de cada Servicio, su or-
ganización en la práctica —el nivel
ministerial, otros niveles intermedios,
(*) Este principio podria traducirse
también como «plenitud de la competen-
cia» estatal.
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otras formas de Administración facul-
tativa— y, en su caso, la privatización
o la administración por personas pri-
vadas; pero a nuestros efectos nos in-
teresa su estudio de la presencia activa
de los Lander, que puede sistemati-
zarse dentro de alguno (o varios) de los
grados que se indican, con algunos
ejemplos concretos:
— Presencia marginal: En la Admi-
nistración de las Fuerzas Arma-
das, mediante autorizaciones
administrativas en materia de Es-
cuelas Militares Superiores: en la
Policía Federal de Fronteras,
cuya colaboración con las autori-
dades de los Lander está pre-
vista constitucionalmente en los
casos de catástrofe (ait 35) y de
estado de necesidad interior (ar-
ticulo 91), si bien sin alterar su
organización y estructura jerár-
quica; y en la llamada Adminis-
tración de las Oficinas Centrales
(el Departamento Criminal Fe-
deral o el Departamento Federal
de Defensa de la Constitución),
mediante la participación, por
ejemplo, de todos los ministros
del Interior en el Consejo de
Administración de la reciente
Escuela para Defensa de la
Constitución.
— Mera posibilidad de participa-
ción: El articulo 32 de la Ley
Fundamental prevé que «antes
de concluirse un tratado que
afecte a las condiciones particu-
lares de un Land, éste será oído
con la debida antelación»; asi-
mismo establece que «en la me-
dida que los Lander tengan com-
petencia para legislar, podrán,
con el consentimiento del Go-
bierno Federal, concertar trata-
dos con Estados extranjeros».
Estas precisiones no modifican
la «total estatalidad» legislativa
y administrativa de la Federa-
ción en materia del Servicio Ex-
terior, aunque la evolución futu-
ra de la Europa de las Regiones
puede introducir nuevos elemen-
tos en la actual situación.
Colaboración: Los Lander no
tienen influencia en la organiza-
ción de los Ferrocarriles Fede-
rales, puesto que no participan
en su financiación; pero la Fede-
ración está obligada a colaborar
con los Lander cuando pretenda
adoptar cambios en la organiza-
ción de la DB. medidas generales
relativas a su personal o planes
empresariales que la afecten.
Influencia en el funcionamiento:
Los Lander tienen representan-
tes en el Consejo de-Administra-
ción del Correo Federal, y, por
otra parte, las Escuelas Superio-
res de Formación Profesional del
Correo Federal, existentes en
Berlín y en Dieburg, además de
necesitar el permiso de construc-
ción de los respectivos Lander,
deben seguir las reglas de fun-
cionamiento de las escuelas su-
periores, que son competencia de
los Lander dentro de la total
descentralización del sistema de
enseñanza.
Reducción o modificación del
principio de «total estatalidad»:
El articulo 89 dé la Ley Funda-
mental prevé que, en la Adminis-
tración de las Vías Navegables
Federales, «la Federación podrá
transferir a un Land, cuando fue-
re solicitado y con carácter de
administración delegada, la ad-
ministración de vías navegables
federales ubicadas en el territo-
rio del mismo»; si la vía nave-
gable toca el territorio de varios
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Lánder, éstos pueden. designar
uno de ellos para que reciba la
administración delegada.
Por otra parte, la Federación
está obligada a comunicar a los
Lánder afectados las obras que
pretenda realizar en vías navega-
bles; en cuanto a las expropia-
ciones derivadas, en su caso, de
estas actuaciones, suelen ser los
Lánder los que las llevan a cabo
de acuerdo con su propia legis-
lación en la materia. Otra Admi-
nistración, la de Navegación Fe-
deral, tiende a descargar de ta-
reas ejecutivas a las autoridades
federales en beneficio de órga-
nos ejecutivos de los Lánder, en
materia de navegación fluvial.
Por último, el principio de «to-
tal-estatalidad» de la Administra-
ción de la Navegación Aérea Fe-
deral, que fue ampliamente con-
trovertido por los Lánder, viene
reducido por el articulo 87, d), 2,
de la Ley Fundamental: «Podrán
transferirse a los Lánder con
carácter de administración dele-
gada tareas de la administración
de la navegación aérea».
Cooperación especial o adminis-
tración compartida- Esta situa-
ción especial existe en la Admi-
nistración de Compensación de
Cargos y Gastos (de guerra y de
ocupación), que ha dado lugar a
una organización compleja con
amplia participación de los
Lánder.
Delegación en los Lánder o eje-
cución por ellos: La Administra-
ción de Autopistas y Carreteras
Federales supone amplias com-
petencias federales en materia de
leyes de tráfico, y de construc-
ción y mantenimiento de vías de
largo recorrido; pero, por razo-
nes históricas, los Lánder o las
entidades administrativas autó-
nomas que sean competentes ad-
ministran, por delegación de la
Federación, las autopistas y de-
más grandes carreteras federales;
a sensu contrario está constitu-
cionalmente previsto [artícu-
lo 130 (3)] que «a solicitud de un
Land, la Federación podrá
transferir carreteras ubicadas en
el territorio de dicho Land». En
conjunto, aunque existe Ministe-
rio Federal de Tráfico, la Admi-
nistración Federal es relativa-





Los Institutos de Seguridad Social
Federales, que son Corporaciones de
Derecho público dependientes de la
Federación, forman su Administración
indirecta, que afecta a 46 millones de
asegurados y coexiste con la Seguridad
Social propia de los Lánder. La mo-
nografía de Armin no se extiende en
este sector, pero si lo hace con la.
Administración Federal Facultativa
surgida de las previsiones del ar-
tículo 87 (3) de la Ley Fundamental:
«Para los asuntos en los cuales la le-
gislación corresponda a la Federación
podrán crearse, además, por Ley fe-
deral, autoridades superiores fede-
rales autónomas y nuevas Corpora-
ciones e Instituciones de Derecho
público directamente dependientes de
la Federación».
Armin relaciona 26 Autoridades Su-
periores Federales, 16 Instituciones de
Derecho público directamente depen-
dientes de la Federación, 18 Corpora-
ciones de Derecho público, asimismo
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directamente dependientes de la Fe-
deración, y cuatro Fundaciones direc-
tas de Derecho público, constituidas
por la aplicación de un precepto que se
ha revelado sumamente importante
para la atención de la ejecución de
la legislación de la Federación. La
mera consideración de estas cifras po-
dría hacer temer la progresiva quiebra
del poder originario de los Lander
en beneficio del de «total-estatalidad»;
pero su materialización no ha corres-
pondido a esa hipotética desviación, y
la mera cita de las denominaciones en
unos pocos ejemplos, dentro de cada
sector, serán suficientes para confir-
mar el respeto a los principios cons-
titucionales informadores y la operá-
tividad de esta Administración Facul-
tativa: Oficina Alemana de Patentes,
Servicio Meteorológico Alemán o el
Instituto Paul Ehrlich - Oficina Fe-
deral para el Suero y la Vacunación;
Banco de Rentas Agrícolas, Instituto
de Fomento de Desarrollo del Cine
o la Caja Social de Artistas; Cámara
de Agentes de la Propiedad Indus-
trial, Instituto Alemán de Cédulas
Hipotecarias o la Unión de Provisión
de Petróleo; o la Fundación Canciller
Adenauer, constituida por una Ley fe-
deral de 1978.
Por último, dentro de este capitulo,
Armin examina las Unidades Adminis-
trativas de Derecho privado (la llama-
da Administración Federal «gris») que
sé han organizado dentro del marco del
articulo 87 (3) de la Ley Funda-
mental.
UNA CONSIDERACIÓN FINAL
La impecable monografía de Armin,
que consigue proporcionar una visión
claramente sistematizada de la com-
pleja Administración Federal de Ale-
mania Occidental, es el trabajo de habi-
litación de su autor como profesor
ayudante en la Facultad de Derecho
Karl Eberhard, de Tubinga, y resul-
tado de una actividad de investigación
desarrollada en 1981 y 1982. Natu-
ralmente, es fruto del esfuerzo perso-
nal dentro de una gran tradición
administrativa; pero también lo es de
la seriedad con que en la República
Federal se selecciona a los profesores
ayudantes de Facultad, y de cómo hay
que acreditar allí —al igual que pide
nuestra Ley de Reforma Universitaria—
dos años de actividad investigadora
Ángel-Fernando MAYO
JIMÉNEZ BLANCO (Antonio): Las rela-
ciones de funcionamiento entre el
poder central y los entes territoria-
les (supervisión, solidaridad, coordi-
nación). Madrid, Instituto de Estu-
dios de Administración Local, 1985.
Como señala acertadamente el pro-
fesor García de Enterria en la intro-
ducción que hace a este libro, en el
mismo nos encontramos ante una «ter-
cera generación» en la literatura ju-
rídica referente al tema de las autono-
mías territoriales en nuestro país.
Y es que no nos encontramos ya ante
la necesidad de dar una explicación
conjunta del sistema autonómico, lo
que plantea el siempre delicado tema
de su naturaleza jurídica o el proble-
mático asunto de la identidad de las
autonomías territoriales, con la secuela
de tensiones políticas que ha venido
acompañando a tan espinoso me-
nester.
Por el contrario, por asi decir, hemos
empezado a bajar el tono del dia-
pasón, planteando y resolviendo te-
mas de menor trascendencia política,
pero siempre de notable alcance ju-
rídico.
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Ahora se trata, pues, de explicar el
funcionamiento, del sistema, no de lu-
char por imponerlo.
Es ahí donde se inserta este intere-
sante volumen. El autor, con un en-
vidiable conocimiento de las fuentes
alemanas —fruto de su prolongada es-
tancia en la República Federal Ale-
mana—, se acerca al modelo teórico
de las relaciones de funcionamiento
entre el poder central y las Comuni-
dades Autónomas,' partiendo de que
ese modelo, en su momento estático,
ya existe.
Jiménez Blanco se alza así sobre
los hombros de la formidable aporta-
ción que hizo la escuela del profesor
Eduardo García de Enterría sobre este
tema (recordemos las obras de Jesús
Leguina Villa, Santiago Muñoz Ma-
chado, Tomás-Ramón Fernández y del
mismo García de Enterría, desde
luego), que en un momento anterior a
esta fase lucharon por dar forma ju-
rídica al enjundioso Titulo VIII de la
Constitución y a los diferentes Estatu-
tos de Autonomía.
Y aun cuando es cierto que todavía
colea en ocasiones este tema de la na-
turaleza jurídica del Estado y del mo-
delo estático que deriva de. la misma,
hay que decir que en gran medida es un
debate que ha perdido actualidad y
que —gracias a las obras de los au-
tores citados— está en gran parte ce-
rrado.
Sobre todo, debemos señalar que lo
que hoy interesa —y aquí el acierto de
Jiménez Blanco es proverbial— es
explicar qué hacer con dicho modelo
para que sea operativo y funcione
correctamente.
Algunos puristas y obsesos de la
ortodoxia y de la perfección podrían
oponer que es necesario todavía se-
guir insistiendo en los grandes temas, y
replantear una y otra vez el modelo
teórico sobre la naturaleza federal o no
de nuestro Estado.
Pero habría que responder que éste
no sería el método adecuado, y no sólo
porque en verdad el movimiento se
hace andando, sino porque la ingente
cantidad de material normativo creado
ya por las Comunidades Autóno-
mas exige un tratamiento adecuado
y que sólo puede hacerse sobre la
marcha.
Aparte, claro está, el hecho de que
justamente ese modelo teórico sólo
puede en realidad alcanzarse median-
te el" estudio detenido de lo que están
haciendo realmente las Comunidades
Autónomas.
Por así decir, hay que invertir
—ahora— el método de estudio. En
vez de tratar de deducir d.el Títu-
lo VIII de la Constitución lo que deben
hacer las Comunidades Autónomas,
tenemos, por el contrario, que ana-
lizar el Título VIII de la Constitución
a partir de lo que hacen efectiva-
mente los poderes autonómicos y el
Estado.
No estamos diciendo —sería inima-
ginable— que es la Constitución la que
tiene que acomodarse a la normativa
inferior, sea del Estado o de las Co-
munidades Autónomas.
Simplemente estamos apuntando qu«
la doctrina habrá de tener muy pre-
sente esa normativa inferior si quiere
alcanzar una comprensión global
de nuestro sistema de relaciones en-
tre el Estado y los poderes descentra-
lizados.
Nuestra Constitución ha dejado unos
espacios abiertos, que tienen que ser
rellenados por los legisladores ordi-
narios, de suerte que no cabe sin
más aplicar el método estrictamente
kelseniano. Por el contrario, como en
un proceso interpretativo de ida y
vuelta, tiene que estudiarse y asimilarse
BIBLIOGRAFÍA 187
ese tejido normativo inferior para llegar
a comprender cómo funciona la Cons-
titución.
Pues bien, esto es lo que hace Ji-
ménez Blanco. En su estudio dedica
una primera parte a exponer con una
claridad enorme —que es fruto de una
reflexión profunda y dilatada— las
relaciones de funcionamiento entre el
Bund y los Lánder en la Federación
alemana.
Parte para ello de una sintética ex-
posición sobre los rasgos fundamenta-
les del Federalismo alemán que es
esclarecedora gracias a la enorme capa-
cidad de síntesis del autor.
Los tres capítulos siguientes van de-
dicados a la exposición de los principios
fundamentales de los que derivan las
relaciones de funcionamiento entre la
Federación y los Estados alemanes, y
que son el derecho de supervisión, el
principio de lealtad y el principio de
cooperación.
Es realmente magistral la claridad y
concisión con que el autor expone el
sistema germánico, y, desde luego, las
consecuencias que de esta exposición
se extraen son enormemente fecundas,
no sólo ya para explicar —como el
autor hace— las relaciones de funcio-
namiento entre el Estado y las Comuni-
dades Autónomas, sino también para
cualquier reflexión sobre el Estado de
nuestros días.
La parte segunda del libro tiene un
enorme interés para el lector español,
ya que en ella Jiménez Blanco hace un
notable esfuerzo para explicar cuáles
son las lineas maestras que han de
presidir el funcionamiento de nuestro
propio sistema.
Desde luego, para ello utiliza los
materiales que obtiene en la primera
parte de su libro. Pero hay que apre-
surarse a decir que, lejos de un fácil
comparatismo. la utilización de los mis-
mos es muy ponderada y prudente.
No se trata de usar a pie forzado las
técnicas alemanas. Mas agudamente
el autor obtiene de los materiales pro-
pios del Federalismo de ejecución
las técnicas que explican forzosa-
mente las relaciones en un Estado com-
puesto. Y lo hace de forma brillante
y clara, de suerte que a partir de su
exposición nos encontramos mucho
más preparados para explicar coheren-
temente cómo ha de funcionar ese
Estado de las Autonomías.
Se trata, en suma, de un libro re-
comendable a todas luces y que, ade-
más, está escrito con nervio, ya que el
autor goza de una pluma fluida que
hace muy amena la lectura, haciendo
fácil al lector un tema en si mismo
difícil.
José-Eugenio SURIANO
SUAY RJNCÓN (José): El principio de
igualdad en la justicia constitucio-
nal. Madrid. Instituto de Estudios
de Administración Local. 1985.
229 págs.
No muy entrado el siglo xix adver-
tía el ojo lúcido de Tocqueville que
la democracia generaría una ilimitada
pasión por la igualdad: ciento cincuenta
años después parece difícil pensar
en un concepto más rico sociológica
y jurídicamente y también en una no-
ción que haya experimentado una di-
namicidad histórica mayor que el
principio de igualdad.
Junto a otras referencias esparcidas
por el texto, la Constitución españo-
la señala en su artículo 14 que «todos
son iguales ante la Ley, sin que pueda
prevalecer discriminación alguna por
razón de nacimiento, raza, sexo, re-
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ligión, opinión o cualquier otra con-
dición o circunstancia personal o so-
cial». Que la igualdad sea un derecho
subjetivo; que su protección jurisdic-
cional pueda llegar hasta el amparo
constitucional, y que el Tribunal Cons-
titucional se haya mostrado generoso
al admitir la reconducción de nume-
rosas controversias a dicho derecho
explican que, en cinco años de actua-
ción, el Tribunal Constitucional haya
desarrollado ya una copiosa doctrina
sobre la igualdad, en buena medida
por relación a otros principios cons-
titucionales, como son la seguridad
jurídica (art. 9.3) y la igualdad «real
y efectiva» (art. 9.2). La jurispru-
dencia constitucional es precisamente
el objeto del estudio de Suay.
El autor, cada vez mejor conocido
en el panorama científico del Derecho
público español, y que se ve prolo-
gado en este libro por el titular de otra
firma bien consagrada J. E. Soriano,
ofrece una sugestiva panorámica de
algunas jurisprudencias comparadas
en torno al principio de igualdad:
Italia, el Tribunal Europeo de Dere-
chos Humanos y Estados Unidos apor-
tan asi elementos imprescindibles para
el abordaje del principio en el Dere-
cho español. Tras el recordatorio de
nuestra normativa histórica, Suay se
adentra en el estudio de la jurispru-
dencia constitucional patria que, como
ya se ha dicho y sé hace ver además
en el mismo título de. la obra, constituye
el núcleo de la misma.
Sistematiza Suay la jurisprudencia
española sobre el principio de igualdad
en base a su aplicación al legislador
(«en» la Ley) o al administrador o
juzgador («en la aplicación de» la Ley).
Sobre lo primero, parte de la comple-
jidad de las relaciones en la sociedad
actual y de la necesidad de que el
legislador, al regular una materia,
tenga en cuenta la pluralidad de inte-
reses en juego y temple sus prescrip-
ciones a la misma, lo que, por su inade-
cuación a muchas de las construcciones
clásicas que aún manejamos, constitu-
ye, en rigor, uno de los problemas
de más calado del sistema jurídico
de nuestros días. Sobre lo segundo,
sin duda con una tradición mayor
y unos puntos de apoyo más sóli-
dos en doctrina y jurisprudencia pre-
constitucionales, se nos exponen con
brillantez las lineas directrices de las
decisiones del Tribunal Constitu-
cional.
No son, desde luego, pequeñas las
implicaciones del principio de igual-
dad en el Derecho público; temas an-
tiguos y otros que no lo son tanto
(discrecionalidad administrativa; fuen-
tes del Derecho —precedente—; suce-
sión normativa; relaciones entre Ad-
ministraciones públicas...), en cuyo
mero enunciado es inevitable recordar
la hoy clásica aportación de Leib-
holz, sufren una profunda mutación a la
luz de aquél. Tampoco el Derecho
privado queda a su margen: el prin-
cipio de autonomía de la voluntad
se ve asediado por él, como ya ar-
gumentara Hueck en otro estudio bien
conocido.
Nos encontramos, en definitiva, con
una obra de todo interés, que se sitúa,
junto a otras que han visto la luz re-
cientemente, sobre el punto que ilu-
mina cualquier análisis sobre el prin-
cipio de igualdad y que es, en última
instancia, el de la interpretación de
la Constitución. El estudio de Suay,
que sin duda deberá acompañarse
de otros que colmen otro aspecto de-
rivado de la interpretación constitu-
cional (y que no es sino el estudio
de las funciones del Estado, hoy por
hacer: tal vez nuestra más clamorosa
laguna doctrinal), inicia toda una nueva
perspectiva de reflexión y augura
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brillantes páginas de nuestro Dere-




VALLES (A.) y DÍAZ DE LIAÑO (F.):
Jurisprudencia Constitucional so-
bre Autonomías territoriales e Insti-
tuciones públicas (1983-1984). Va-
lencia Generalitat Valenciana, 1985,
237 págs.
Jurisprudencia Constitucional... es
una recopilación sistematizada de más
de 130 Sentencias del Tribunal Consti-
tucional y tres Autos dictados a lo largo
de los años 1983-1984. Los autores
han buscado una selección de los pá-
rrafos más significativos de esas Senr
tencias y, tras una labor que se adivina
ardua, han logrado un libro verdadera-
mente útil y completo; un libro llamado
a ser un importante instrumento de tra-
bajo, so sólo para los profesionales del
Derecho, sino también para los estu-
diantes de Facultades relacionadas con
las Ciencias Jurídicas (no sólo las
Facultades de Derecho).
El libro contiene 350 párrafos tex-
tuales de Sentencias, ordenados en
ocho grandes capítulos: La Constitución.
Los Poderes Públicos; Derechos Fun-
damentales y Libertades Públicas; Las
Comunidades Autónomas; La Admi-
nistración Local; Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y Régi-
men Estatutario de los Funcionarios
Públicos; Haciendas y Economías Pú-
blicas; Tribunal Constitucional y Fuen-
tes del Ordenamiento Jurídico. Un ín-
dice inicial muy detallado, una tipografía
acertada y el propio formato del libro fa-
cilitan la rápida búsqueda del pronun-
ciamiento constitucional que en cada
caso interese al lector encontrar.
El índice contiene más de 320 re-
ferencias, que van desde la definición
del Estado como «ente complejo» hasta
la «retroactividad de las leyes», pasan-
do por «la inspección fiscal, el secreto
profesional y el secreto bancario», «la
televisión privada», «la huelga inter-
mitente», «el traslado forzoso de los
funcionarios a las Comunidades Autó-
nomas», «los beneficios fiscales y el
principio de legalidad», «el recurso de
amparo y su aplicación en la negocia-
ción colectiva», etc. El simple enun-
ciado de estos epígrafes manifiesta lo
que antes apuntábamos: estamos en
presencia de un instrumento de trabajo
que no sólo interesa a los juristas; tiene
interés para politólogos, historiadores,
sociólogos... Tiene, además, el libro la
virtualidad de ser divulgativo sin perder
calidad y rigor; desde esta perspectiva,
interesa a un público mucho más am-
plio y es imprescindible en cualquier
biblioteca de tipo medio.
Javier DE LA OLIVA SANTOS
NORTON (Alan): Governo e amminis-
trazione delle aree metrópoli tañe
nelle democrazie occidentale. Mila-
no. Istituto per la Scienza dellAmmi-
nistraziones Publica, 1985, 208 pá-
ginas.
Alan Norton, británico, escribió este
libro en 1983 en unos momentos en los
que la existencia del Greater London
Council era fuertemente cuestionada y
suscitaba un vivo debate político, en el
que la posición de los Conservadores,
manifestada en su programa electoral,
era favorable a la abolición de este tipo
de «gobiernos metropolitanos» (*).
Norton no estudia las áreas metropoli-
tanas de otros países con la idea de
trasladar las soluciones a Gran Breta-
ña, según manifiesta él mismo; su pre-
(*) La Corporación metropolitana de
Londres y otros seis «Consejos metropolita-
nos» han sido suprimidos en abril de 1986.
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tensión es aportar una sólida base,
sobre la cual (re) desarrollar el futuro
gobierno de las áreas metropolitanas de
Gran Bretaña. Norton, irrumpe, pues,
en la polémica con un libro claramente
favorable a las áreas metropolitanas.
La investigación se centra en nueve
áreas o conurbaciones: Amsterdam,
Copenhague, Estocolmo, Frankfurt,
París, Lille, Barcelona, Madrid y To-
ronto. El esquema de trabajo para cada
área es muy similar: se inicia con un
estudio sobre la estructura de la Admi-
nistración local en el país correspon-
diente, continúa con el análisis de la
organización y competencias del área
metropolitana y acaba con unas con-
sideraciones críticas.
Como problemas comunes a todas
las administraciones metropolitanas, el
autor destaca —entre otras— las difi-
cultades para controlar la burocracia, la
necesidad de establecer unas relacio-
nes eficaces entre los diversos organis-
mos de cada nivel administrativo y,
finalmente, el riesgo de acabar en un
tipo de democracia local prácticamente
vacia, distante de la ciudadania. El
simple enunciado de estos temas pone
de manifiesto que Governo e ammnis-
trazione delle aree metropolitane... no
es un tratado de Derecho ni un estudio
jurídico; el autor no desprecia la pers-
pectiva jurídica, pero lo que busca es
concluir en un juicio sobre la eficacia
del área metropolitana como organiza-
ción adecuada para resolver los pro-
blemas de las grandes aglomeraciones.
Aun asi, el libro reviste un indudable
interés para los juristas, no sólo para los
sociólogos, los urbanistas, etcétera.
Refiriéndose al área metropolitana
de Rijinmond, Norton destaca la im-
portancia de unir planificación y eje-
cución como dato vital para el buen
funcionamiento del organismo o autori-
dad metropolitana. En el caso de Co-
penhague, subraya el reducidísimo stajf
del área (115 personas) y la «credi-
bilidad» del Consejo del Gran Co-
penhague alcanzada gracias a una es-
trecha relación con los niveles locales
integrados. Elogios, por tanto, para
estas dos ciudades y para Estocolmo,
cuyo «Consejo» ha sido ya aceptado
pacíficamente después de un intenso
debate político culminado en compro-
miso.
En el caso de Frankfurt, Norton
recuerda el enfrentamiento entre demó-
cratacristianos y socialdemócratas, que
no se centra o trata sobre la necesidad
de la existencia de un organismo (como
en Gran Bretaña) cuanto sobre la orga-
nización del mismo. Aqui, como en
otras muchas páginas del libro, se ve
con claridad el «mensaje» que el autor
quiere mandar a su país de origen.
Sobre la Comunidad Urbana de Lille,
no oculta un cierto desencanto al valo-
rarla como poco popular, sin apenas
contacto con la población. Bien dis-
tinta es L'Ile de-Franee (París), en la
que el mayor problema se centra en
«crear un nuevo y más eficaz servi-
cio..., basado en un especifico adies-
tramiento profesional» de los funciona-
rios. Toronto es probablemente el ca-
pítulo 'más débil del libro; sobre su área,
el autor destaca el número de funcio-
narios (23.000 empleados en Toronto
en contraste con los 115 de Copenha-
gue), y refleja asi otra de sus preocu-
paciones en este trabajo de investiga-
ción: el control de la burocracia y su
buen funcionamiento.
Barcelona y Madrid ocupan treinta
páginas de este interesante libro. Te-
niendo en cuenta que se ha escrito
en 1983, hay que reconocerle al autor
un indudable mérito al haber sabido
captar y expresar brevemente los pro-
blemas de estas dos áreas metropoli-
tanas en el Estado de las Autonomías.
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Alan Norton insiste y destaca como
valor fundamental el consenso entre las
fuerzas políticas para resolver los pro-
blemas derivados de la nueva orga-
nización territorial, consenso que esti-
ma se ha extendido también a las cues-
tiones específicas de la COPLACO y la
C.M.B., todo lo cual no es óbice para
que opine que la COPLACO debe ser
sustituida por la Comunidad Autóno-
ma (recuérdese que esta opinión está
expresada en 1983), certificando como
principal mérito histórico de la Corpo-
ración el haber mantenido una comu-
nicación fluida entre los Municipios y
Ministerios. Respecto a la C.M.B.,
constata que su futuro depende del
Parlamento de Cataluña, añadiendo
una valoración rotunda: «El área de
Barcelona tiene una notable ventaja
sobre la de Madrid... a causa de los
buenos resultados alcanzados por su
autoridad metropolitana en los casi diez
años de su actividad». Es éste, como se
ve, un juicio en el que el autor arriesga.
No cabe duda de que el libro fue
escrito con una cierta intencionalidad
política, pero pese a ello debe reco-
nocerse que constituye una interesante
investigación, que en Italia ha mere-
cido su traducción y publicación. En
todo caso, está claro que Alan Norton y
este libro ocupan un espacio necesario
en las bibliografías sobre urbanismo.
Javier DE LA OLIVA SANTOS
GARCÍA DE ENTERRÍA. (Eduardo); Los
principios de la nueva Ley de Ex-
propiación Forzosa, Civitas, Ma-
drid 1984, 256 páginas. Reproduc-
ción facsimilar de la edición de 1956.
La Editorial Civitas ha tenido el enor-
me acierto de reeditar una de las más
importantes monografías del derecho
público español coincidiendo con el tri-
gésimo aniversario de la Ley de Expro-
piación Forzosa y a punto de cumplirse
los mismos años de la primera versión de
la obra de referencia, cuya aparición
tuvo lugar, en 1955, en el "Anuario de
Derecho Civil'", para editarse, un año
más tarde, por el Instituto de Estudios
Políticos.
El profesor García de Enterria ana-
lizó magistralmente Los principios de la
nueva Ley de Expropiación Forzosa
apenas aparecida ésta y con anterio-
ridad a ser dictado su reglamento ejecu-
tivo. En ambas normas, fue decisivo el
papel desarrollado, como miembro de
las Comisiones de Anteproyectos, por el
autor de la obra que comentamos, siendo
innecesario, por conocido, resaltar has-
ta qué punto debe achacarse al profesor
García de Enterria la ampliación legal
del objeto de expropiación o la intro-
ducción del más progresivo sistemas aún
conocido de responsabilidad adminis-
trativa.
La edición que reseñamos es un
facsímil de la de 1956, con lo que se
satisface la demanda de un libro, desde
hace muchos años agotado y que, valga
la licencia, aún agota, pese a los muchos
años, la rica temática expropiatoria. La
actualización de la obra, como indica el
autor en un prólogo digno de la mo-
nografía, queda remitida a los capítulos
del Curso de Derecho Administrativo
(que aquél ha escrito junto a Tomás-
Ramón Fernández), lo que nos parece
sumamente acertado pues la versión
puesta al día que facilita el Curso está en
plena difusión editorial, a diferencia de
la obra ahora reproducida.
El libro forma parte de la historia de la
Ley. De una Ley con repercusiones
históricas, como ha ocurrido con toda
norma afectante al derecho de propie-
dad, pero en este caso, felizmente, la
trascendencia se deriva de la excelencia
material y técnica de dicho texto al que,
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como sabemos, no es en absoluto ajeno
el Profesor García de Enterría.
La obra se divide en cuatro capítulos,
el primero de los cuales aborda la signi-
ficación de la Ley de 16 de diciembre
de 1954 en el contexto constitucional e
introduce al lector en los principios
cardinales del nuevo sistema. El capí-
tulo segundo, estudia la potestad ex-
propiatoria y el tercero y cuarto se
refieren a las garantías patrimoniales de
los administrados, en un caso cuando la
lesión de sus derechos es directa y
querida por la Administración a través
del instituto expropiatorio, y en el otro
supuesto, cuando las entidades públi-
cas, en el funcionamiento de sus servi-
cios, llegan a ocasionar una "secuela
incidental de daños residuales".
El marco histórico-constitucional en
el que nos sitúa el autor en el primer
capítulo, deviene de capital importancia
yaque, la Ley de 1954 va a culminar un
conjunto de eslabones en la larga cadena
evolutiva (y expansiva, recordando a
Nieto) del concepto expropiatorio. Des-
de los rescriptos de desapoderamiento
del Principe de la Europa medieval, sólo
limitados por el derecho natural y de
gentes que apuntaban a la necesidad de
una justa causa y de una compensación
—tal como se compiló en las Leyes de
Partidas—, hasta nuestros días, la mu-
tación conceptual y de contenido de la
expropiación ha sido un fenómeno con-
tinuado, ligado a los cambios de otras
figuras a ella conexas. Desde el declive
continental de la doctrina del derecho
eminente, pasando por la limitación de
los poderes monárquicos, la prohibición
de penas confiscatorias de bienes o la
sacralización revolucionaria de la pro-
piedad privada hasta la actual delimi-
tación social de ésta, son muchos los
avatares por los que la regulación expro-
piatoria ha pasado.
El Derecho constitucional español
verá, en plena vigencia del Estatuto
Real, como señala García de Enterría,
la promulgación, el 17 de julio de 1836,
de la primera Ley expropiatoria, basada
en la premisa francesa dé la propiedad
inviolable, y que fue «una de las que
pretendieron dar curso a la garantía de
los derechos individuales que faltaba,
intencionadamente, por la raíz conser-
vadora y realista del Estatuto, en el texto
constitucional».
El autor del libro comentado, ve en la
Constitución de 1837 la primera consti-
tucionalización de la materia expropia-
toria al señalar en su artículo 10 que «no
se impondrá jamás la pena de confis-
cación de bienes, y ningún español será
privado de su propiedad sino por causa
justificada de utilidad común, previa la
rrespondiente indemnización». La pro-
hibición de penas confiscatorias ya figu-
raba en el artículo 304 de la Consti-
tución de Cádiz, norma que, a nuestro
juicio, contiene una atípica referencia a
la expropiación, desde el ángulo —tan
propio del texto de 1812— de las res-
tricciones de la autoridad del Rey. Así,
la décima limitación real contenida en el
artículo 172, establecía que «no puede
el Rey tomar la propiedad de ningún
particular ni corporación, ni turbarle en
la propiedad, uso y aprovechamiento de
ella; y, si en algún caso fuere necesario
para un objeto de conocida utilidad
común, tomar la propiedad de un par-
ticular no lo podrá hacer, sin que al
mismo tiempo sea indemnizado, y se le
dé el buen cambio a bien vista de
hombres buenos». La formulación enla-
za con las construcciones preconstitu-
cionales, resaltando la necesidad de la
utilidad común, la indemnización simul-
tánea a la ocupación y la fijación pública
de aquélla.
Como señala García de Enterría, el
afortunado texto de 1837 será respe-
tado por la Constitución moderada
de 1845 — y por el proyecto de 1856—.
La primera modificación importante
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surge con la introducción en la Consti-
tución liberal de 1896 del sistema napo-
leónico de intervención del juez. Esta
innovación, obligó a retocar la Ley ordi-
naria de Expropiación (mediante De-
creto de 12 de agosto de 1896) «cons-
truida sobre el sistema administrativo y
no judicial».
La Constitución canovista volverá al
sistema administrativo, pero con previ-
sión de amparo judicial. En este marco
se promulgarán el Código Civil y la
segunda Ley Expropiatoria, de 10 de
enero de 1879 que, amén de su im-
portancia para la reforma interior de
poblaciones, introduce la garantía judi-
cial mediante la técnica interdictal con-
tra la vía de hecho material y formal.
La Ley de 1879 fue sucedida —pese a
los evidentes trastornos institucionales
qué propiciaron adiciones y especiali-
dades— por la vigente Ley de 1954.
En el largo periodo de vida de la
Ley de la Restauración, vio la luz la
propia Constitución republicana y su
polémico articulo 44 que, como es sa-
bido, permitía con la mayoría absoluta
del Congreso, dictar leyes expropia-
torias sin indemnización, en virtud de la
subordinación de toda la riqueza del
país, «sea quien fuere su dueño» a la
economía nacional. Dicho precepto ha-
bla de la «utilidad social», que pos-
teriormente será desglosada —ya en el
régimen de Franco— en utilidad pública
e interés social por el Fuero de los
Españoles, terminología que recogerá
técnicamente la Ley del cincuenta y
cuatro, de la que pasará a la vigente
Constitución de 1978.
Deteniéndonos en la experiencia re-
publicana, recuerda García de Enterria
cómo la Norma Fundamental de 1931,
supone un pionero y drástico cambio de
orientación: si hasta ese momento «la
referencia a la expropiación estaba
enunciada en forma negativa, en función
y desde la garantía al derecho de pro-
piedad», con la II República se da curso
«a la idea de la expropiación como
instrumento de acción positiva». Es sa-
bido, que la controvertida desapodera-
ción no indemnizada no fue objeto de
una Ley general que desarrollara el
artículo 44 de la Constitución de 1931.
Sin embargo, como recuerda el profesor
García de Enterria, la previsión singular
fue utilizada en alguna ocasión. Sobre
este punto, D. Niceto Alcalá-Zamora en
Los defectos de la Constitución de 1931
y, tres años de experiencia constitu-
cional, escribe que «en rigor, sólo una
vez se ha dado eficacia a dicha auto-
rización (confiscatoria), y debe reco-
nocerse que, el uso de aquélla con-
tribuyó al movimiento de reacción ope-
rado en la sociedad española».
Las expropiaciones no indemnizadas,
sin rigor, fueron más de una (1) aunque
(1) Casi simultáneamente, el Congreso de
Diputados aprobó, por mayoría absoluta, la
incautación de los predios de quienes habían
sostenido el frustrado levantamiento del Ge-
neral Sanjurjo y la Ley de Reforma Agraria
que preveía la expropiación no indemnizable
de las tierras de los Grandes de España. Es
sabida, la interrelación de ambos hechos ya
que. gracias al espíritu de unidad que fomentó
la «sanjurjada». pudo aprobarse el tercer
proyecto de Reforma Agraria (que habia
entrado en las Cortes el 24 de marzo de 1932).
el 9 de septiembre del mismo año. por 318
votos a favor y 19 en contra. Por su parte, el
Proyecto de Ley de incautación de los bienes
de los golpistas se dirigía a «cuantas personas
naturales y jurídicas han intervenido en el
pasado complot contra el régimen». «Estas
gentes —diría Azaña al defender el Proyecto—
son las que hay que poner en situación de
inermes ante la República». A los invo-
lucrados en los hechos del 10 de agosto
de 1932 se les expropiarían. para los fines de
la Reforma Agraria, «todas las fincas rústicas
y derechos reales». De la efectividad de estas
medidas, no hace falta hablar y el fracaso
histórico es sobradamente conocido.
Además de las citadas expropiaciones,
durante la vigencia del articulo 44 de la
Constitución —aunque sin expresa referen-
cia al mismo— se dictó la Ley de 30 de enero
de 1932 que preveía expropiación de cernen-
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esto no desautorice, sino justamente lo
contrario, el juicio de Alcalá-Zamora:
«Dentro de lo peculiar, de lo carac-
terístico de nuestros problemas (...) la
amenaza que el artículo 44 extiende
sobre la riqueza española, ha producido
mucho más daño que beneficio, hasta
ahora no conocido».
Sin duda, los redactores del Ante-
proyecto de la que sería Ley de 16 de
diciembre de 1954, tuvieron muy en
cuenta cómo es inescindible, en el ins-
tituto expropiatorio, lo que, como señala
el autor, «es, en cierto modo, la doble
vertiente de todo el Derecho Adminis-
trativo: prerrogativa de la Administra-
ción y garantía de los administrados».
Para el autor del libro reseñado, el
texto salido de las Cortes en 1954, pese
a algunas quiebras lamentables del Pro-
yecto (como la exención del régimen
general de las expropiaciones por causa
de colonización y de fincas mejorables),
es «poco común por su audacia inno-
vadora y por su altura técnica... acaso
esta Ley de 16 de diciembre de 1954, es
la primera en todo el siglo XX que puede
parangonarse por la intención construc-
tiva y por su misma perfección formal a
terios privados (en la práctica de la Iglesia) a
partir de causas vagas e imprecisas cuya
ajuridicidad aún acentuó el articulo 6 del
Reglamento de 8 de abril de 1933, auténtica
paradigma de la inseguridad jurídica. El
articulo 10 de dicha disposición contemplaba
posibles expropiaciones masivas y no in-
demnizables al dejar al arbitrio de los Ayun-
tamientos el juicio, acerca de la suficiencia
del titulo dominical sobre el cementerio. De
no reputar como propietario al interesado, a
éste sólo le cabía acudir a un declarativo civil
que suspendía el inicio del procedimiento
expropiatorio pero, no la incautación, que
suponía una ocupación previa a toda forma-
lidad. Si el despojado no acudía en plazo a la
vía civil, el cementerio seguiría en manos
municipales. Las irregularidades incautato-
rias y su repercusión jurisprudencial, pueden
consultarse en nuestro libro Dogma y rea-
lidad del derecho mortuorio español,
«I.E.A.L.». Madrid 1983.
las grandes leyes administrativas del si-
glo XIX». Las ya rebasadas tres décadas
de vigencia y la influencia de los postu-
lados de la Ley en la propia Constitución
de 1978 denotan hasta qué punto fue
profética la intuición de García de
Enterría.
Hace un momento, recordábamos
cómo la potestad de la Administración y
las garantías de los administrativos eran
pilares básicos de un mismo edificio. Tal
es el esquema del libro reseñado, que,
como ya hemos señalado, dedica su
capítulo segundo a la potestad y los dos
postreros a las garantías.
Al hablar de la potestad expropia-
toria el autor de la-obra comienza por
recordar cómo la expropiación sufre en
1954 una transformación en la exten-
sión del concepto y pasa de ser un
procedimiento de desapoderamiento de
propiedad de bienes raíces por causa de
obrasc públicas a configurarse como
«cualquier forma de privación singular
de la propiedad o de derechos o intereses
patrimoniales legítimos». Y ello, con
independencia de las personas o en-
tidades titulares, por causa de utilidad
pública o interés social y ya se traduzca,
imperativamente, en «venta, permuta,
censo, arrendamiento, ocupación tem-
poral o mera cesasión» en el ejercicio del
derecho o interés. Esta cláusula general
de apoderamiento que amplió inmen-
samente las posibilidades de la insti-
tución expropiatoria fue obra, como es
sabido, del propio García de Enterría.
Dicho autor analiza, en el capítulo II,
temas clave del Derecho Administrativo
como, la diferencia entre potestad y
derecho subjetivo, los sujetos de la ex-
propiación (con la notable aportación
legal de la nítida distinción entre expro-
piante y beneficiario), la causa o el
contenido de la institución.
El capitulo III, estudia la protección
de las garantías de los administrativos
«en la expropiación propiamente tal»,
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partiendo de la defensa contra la vía de
hecho por la técnica interdicta! clásica
(perfeccionada en el articulo 12,5 de la
Ley, actualmente excepción de los arti-
culós 38 de la Ley de Régimen Jurídico y
103 de la Ley de Procedimiento Admi-
nistrativo). Junto a tal protección, el
autor analiza, a partir del artículo 126 de
la Ley, el derecho a las formas proce-
dimentales, concretando en la posibi-
lidad de recurrir judicialmente no sólo
contra la resolución final del expediente
sino, contra cualquiera de sus piezas
separadas, siempre que medie vicio sus-
tancial de forma o se violen u omitan los
preceptos legales. Igualmente, se trata
en este tercer capitulo, de la indemni-
zación tanto desde el punto de vista de
las garantías como, de los insoslayables
presupuestos legales que consagran el
pago previo a la ocupación (artículo 51)
aunque con excepciones tan reiteradas
(valga la aparente contradicción), como
las expropiaciones urgentes (artículo 52).
Por último, en esta parte del libro, se
contempla la eventual retrocesión del
bien expropiado a su antiguo titular,
cuando no se ejecutare la obra o no se
estableciere el servicio, asi como si
sobrase alguna parte o desaparecise la
afectación. Al aumentar el mosaico ju-
rídico de lo expropiable, era lógico ex-
tender la vieja previsión de la reversión
por obras públicas inejecutadas a los
demás supuestos posibilitados en la
nueva norma y, tal cosa hizo el artículo
54 de la Ley.
El cuarto y último capítulo, es el más
extenso de la obra y, se refiere a la
garantía patrimonial de los administra-
dos frente a cualquier daño patrimonial
imputable a la Administración. En el
mismo se da cuenta de la extraordinaria
novedad que supone el reconocimiento
legal de la responsabilidad objetiva de la
Administración, superándose asi, el
principio de la culpa que, por citar un
ejemplo conocido, no pudo eludir ple-
namente la moderna Ley Staatshaftungs-
gesetz alemana de 26 de junio de 1981.
La introducción de la responsabilidad
administrativa «por otros daños» fue un
doble mérito de García de Enterría,
tanto por lo brillante y progresivo de la
fórmula empleada en el artículo 121 de
la Ley, como por la forma velada en la
que se dio fuerza legal a un revolu-
cionario instrumento garantizador. En
efecto, el Capítulo II del Titulo IV de la
Ley fue, como señala el autor, el «lugar
vergonzante» donde debió recluirse la
innovación «para hacerla pasar». De
alü pasaría a la Ley de Régimen Jurídico
en 1957 y, con la merecida solemnidad,
al artículo 106.2 de la vigente Consti-
tución que se fundamenta en los meca-
nismos institucionales diseñados en el
libro que comentamos.
La Constitución de 1978, aborda los
temas expropiatorios y de responsabi-
lidad patrimonial en sus artículos 33 (al
hablar de la propiedad, que ya nó es un
derecho ni inviolable, ni sagrado, ni
fundamental) que reproduce sustancial-
mente los postulados expropiatorios de
1954, en el mencionado 106.2 en el 121
(responsabilidad por error judicial), en
el 128 (la subordinación de la riqueza al
interés general) y en el 149.1. 18.a (com-
petencia estatal para legislar sobre ex-
propiación forzosa y para dictar las
normas básicas sobre responsabilidad
de todas las Administraciones).
En todos los citados preceptos de la
Constitución, puede hallarse la huella
que el profesor García de Enterría ha
venido dejando en el derecho público
desde las monografías tempranas, como
la que hoy reseñamos, hasta nuestros
días. Y lo señalado con respecto a la
expropiación y a la responsabilidad ad-
ministrativa es plenamente aplicable a
otros campos jurídico-administrativos,
valiendo como muestra la constitucio-
nalización de la interdicción de la arbi-
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trariedad, a que se refiere el articulo 9.3
del Texto Fundamental (2).
Pero el reconocimiento a la labor del
profesor García de Enterria en la con-
fección y exégesis de la Ley expro-
piatoria, no debe ceñirse al mero elogio
técnico. Baste, para comprender tal afir-
mación, la siguiente interrogante: ¿cuál
es la deuda social que en más de treinta
años ha supuesto la aplicación de la
magnifica cobertura derivada de la res-
ponsabilidad objetiva de la Adminis-
tración? Es evidente, que gracias a tan
imaginativa y tuitiva construcción se
han protegido muchas situaciones justas
que no habrían tenido cabida en cual-
quier otra regulación o que, de tenerla,
se someterían a mecanismos tortuosos
de pruebas de imputación culposa.
En resumen: en Los principios de la
nueva Ley de Expropiación Forzosa,
nos hallamos, de un lado, ante una obra
maestra del Derecho y, por otra parte,
ante una interpretación auténtica de los
puntos cardinales de una de nuestras
mejores normas positivas. La reedición
que comentamos es buena fedataria de
la intemporalidad de las grandes mono-
grafías. Hoy, como hace treinta años,
puede extraerse de este libro el mismo
magisterio y, en cada lectura, la invi-
tación a nuevas investigaciones, ahora,
potenciadas por la consonancia de la
Constitución. Quizá la lectura de ésta
hubiera sido, a efectos de mostrar la
trascendencia de la obra, mucho más
significativa que esta larga recensión.
Leopoldo TOLIVAR ALAS
(2) La introducción de este principio (tan
conocido ya en la doctrina y la jurispru-
dencia) fue el «pequeño homenaje» del
Senador de las Constituyentes L. Martin-
Retortillo hacia su maestro, como él mismo
relata en Materiales para una Constitución,
Akal Editor. Madrid. 1984. p. 58 y ss.
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